
En la ciudad de Santiago del Estero, a los 21 días del mes de Agosto de dos mil trece, reunidos los Sres. Vocales DRES. AZUCENA BRUNELLO DE ZURITA, PABLO SANTIAGO SIRENA y PEDRO BASBUS, bajo la Presidencia de la Primera y por ante la Secretaria autorizante, en la Sala de Acuerdos de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, para dictar sentencia definitiva en los autos caratulados "Expte. Nº 319.521- Año 2006 - B169/2012- JUZGADO EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE 3º NOMINACION- AUTOS: "BADEL VICTOR EMELIO contra SUPERIOR GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO Y/U OTRO sobre DAÑOS Y PERJUICIOS- BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS" venida en apelación la sentencia dictada por el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de 3ª Nominación con fecha 11 de Agosto del dos mil once que RESUELVE: 1º)- RECHAZAR la presente Demanda de Daños y Perjuicios incoada por CAMPOS Y GANADOS SANTIAGUEÑOS S.R.L. en contra del GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO; 2º) Con COSTAS. NOTIFIQUESE.- Santiago del Estero 11 de agosto del 2011.-RESUELVE: Iº) REGULAR los honorarios profesionales-como ganadores-: al DR. LUIS ALBERTO GARCIA OLIVERA, en la suma de pesos Un millón Ciento Sesenta y Ocho Mil Cuatrocientos Cincuenta y uno ($ 1.168.451) y a los DRES. RAUL J.C. ABATE Y EDUARDO GIL en la suma de Pesos Doscientos Treinta y Tres Mil Seiscientos Noventa con Dieciseis Centavos ($233.690,16), para cada uno. 2) REGULAR los honorarios profesionales-como perdidoso-: del DR IGNACIO SANTIAGO PAZ, en la suma de Pesos Un Millones Ciento Cuarenta y Tres Mil Novecientos Treinta y Ocho ($1.143.938). Notifíquese. Santiago del Estero, 7 de setiembre del 2011- RESUELVO: 1º) Regular los honorarios profesionales del Perito Tasador FERNANDO A . BASBUS por la pericial realizada a fs. 967/981, y su ampliación de fs.990/997, en la suma de PESOS VEINTIDOS MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y NUEVE ($22.879). 3º) Aclarar que la regulación de los honorarios de los apoderados de la actora deben prorratearse del siguiente modo: a) AL DR. IGNACIO PAZ en la suma de PESOS TRESCIENTOS OCHENTA Y UNO MIL TRESCIENTOS DOCE CON SESENTA Y UNO CTVOS. ($381.312,61), y al Dr. MARIANO B. PAZ, en la suma de PESOS SETECIENTOS SESENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS VEINTICINCO CON VEINTITRES CTVOS. ($762.625,23). notifíquese. Practicado el sorteo de estilo, del mismo resultó que los Sres. Vocales debían votar en el siguiente orden: Dres. Azucena B. de Zurita, Pablo Santiago Sirena y Pedro Basbus.- 

Puesta la causa a estudio el Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

1)- Es justa la sentencia apelada? 

2) Qué decidir sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN LA DRA. AZUCENA BRUNELLO DE ZURITA DIJO: PLATAFORMA FÁCTICA: La parte actora representada por el Dr. Ignacio Santiago Paz promueve demanda persiguiendo el cobro de daños y perjuicios en contra de la Provincia de Santiago del Estero y/o el Registro de la Propiedad Inmueble y/o responsable. Relata que el conferente adquiere de buena fe y con información fidedigna de la titularidad del bien, que tiene su origen en un informe emitido por el RPI, requerido por un escribano, realiza una importante erogación de dinero no solo por la compra sino por las mejoras, sin embargo existe con posterioridad un titular dominial distinto quien posee aparentemente títulos respaldatorios de sus derechos. Alega que una información mendaz del Registro inmobiliario generó este conflicto.- 

Menciona que la demandada resulta responsable por los daños y perjuicios ocasionados en razón de la emisión de los certificados de dominio erróneos en virtud de los cuales la parte actora compra los lotes puesto que el RPI informa que los bienes están a nombre de la persona que vende los terrenos.Concluye que el Estado es responsable porque es el encargado de velar que los informes emitidos por sus órganos sean veraces.- 

Reclama, entre otros conceptos por las mejoras realizadas, la suma de $400.000.- 

A fs. 124/129 comparece el demandado planteando que los informes del Registro eran correctos distinguiendo entre "informe de dominio y gravamen" y "certificado". Aclara que si bien el Escribano solicitó cuatro certificados, éstos tienen vigencia por quince días bloqueándose el folio a partir de la fecha de su emisión impidiendo cualquier modificación en el dominio y vencido dicho plazo cesa la responsabilidad del Registro. Señala que la actora no efectuó la escrituración y ni siquiera tomó posesión efectiva de los lotes adquiridos y seis años después, al pretender hacerlo, se notifica de la existencia de un nuevo titular de los inmuebles.- 

Señala que la responsabilidad es de quien vendió presuntivamente dos veces el mismo bien. Asimismo interpone la excepción de prescripción, niega los rubros reclamados al no existir daños, solicita que se condene en costas a la actora por haber incurrido en pluspetición inexcusable.- 

A fs. 153 va se abre la causa a prueba.- 

A fs. 1035/1042 obra la sentencia de mérito que rechaza la demanda.- 

El fallo es apelado por el perito Basbus a fs. 1045 y por la parte actora a fs. 1047.- 

Los agravios del perito tasador: Las quejas vertidas por el Dr. Zanni en representación del Martillero Basbus obran a fs. 1052/1061. Se agravia por cuanto el Juez utiliza para fundar su considerando el art 17 de la Ley 21.839 con las pautas consagradas en los arts 6,7 y 9 con su modificatoria Ley 24.432 y Decreto Ley 6159/95, diciendo que no existe una norma específica sobre el punto. Hace referencia al art 23 de la Ley 21.839 en relación a la base regulatoria mencionando la proporcionalidad de los honorarios del perito con los de los abogados.Denuncia la infracción a la Ley Provincial de Martilleros Nº 5533 y por analogía del Decreto Ley 7887/55 y sus arts. 75,76,77,80 y 38.- 

Se agravia del perjuicio que le causa al suscripto la fijación de emolumentos irrisorios ($22.879) desvinculados con la realidad económica de los intereses debatidos. En definitiva le agravia la aplicación mecánica, sin fundamentos, del art. 17 de la ley 21.839 puesto que nunca actuó como partidor, no hay análisis comparativos de montos regulatorios, adolece de fundamentación de las operaciones matemáticas. Plantea la inconstitucionalidad del art. 505 del C.C. en virtud de que la Ley 24.432 establece que la responsabilidad del deudor beneficiado con el privilegio alcanza solo el borde máximo del 25% debiendo ser a cargo del propio cliente del profesional el exceso, situación que cabe extender a las retribuciones periciales con la limitación del 50%; asimismo plantea la inconstitucionalidad del tope del 25%.- 

Hace referencia a que la base regulatoria no se refiere al monto de la condena sino que debe estar establecido en función del contenido económico de las pretensiones debatidas (valor de los inmuebles tasados y monto del proceso principal), mencionando por último que es el Juez el que debe determinar a cargo de quien queda el pago de los honorarios del perito.- 

Los agravios de la parte actora: A fs. 1078 expresa agravios la parte actora y solicita en primer término la nulidad de la sentencia ya que el Juez viola el art 166 inc 2º del CPCC al dictar sentencia erróneamente en contra de la firma Campos y Ganados Santiagueños S.R.L. como si fuera parte en el proceso, cuando el actor es Victor Badel. Expresa agravios en primer lugar con relación a las costas en la excepción de prescripción, refiriéndose a que cuando el Juez guarda silencio al respecto éstas deben ser aplicadas en el orden causado. Sin embargo solicita que éstas sean impuestas al Gobierno de la Provincia en virtud del art 71 del CPCC.Asimismo se agravia de que el Juez sostenga que no existe elemento que demuestre cual ha sido la omisión en la que ha incurrido el estado (RPI) para hacerlo pasible de las consecuencias dañosas, señalando que la superposición de títulos y la existencia de matrículas falsas es imputable a la desidia, indiferencia, que motivaron la inexistencia de controles y vigilancia por parte del RPI haciendo incapié en la declaración testimonial obrante a fs. 753 y 756 de la Dra. Bóboli. Señala que el caso no se refiere a un certificado o información errónea sino de una falsificación e ilegalidad de la matrícula sobre cuya base se expedían las certificaciones y las informaciones registrales. Respecto al monto de la indemnización sugiere una audiencia de conciliación admitiendo la posibilidad de un ajuste del monto total. A fs. 1098/1099 obra el dictamen fiscal en relación a la nulidad planteada.- 

Consideraciones legales: Que ingresando al estudio de la materia recursiva, es de señalar en primer término que el apelante pretende la nulidad de la sentencia por un vicio del procedimiento al violentarse una norma procesal específica como es el art. 166 inc 2 del CPCC. De acuerdo con lo expresamente establecido por el art. 264 del CPC, el recurso de nulidad, que se encuentra incorporado a la genérica apelación de la sentencia, se limita, en su procedencia, a los efectos de la forma de la decisión final y no es admisible cuando la resolución apelada no presente irregularidades extrínsecas que la descalifiquen como acto procesal. Consecuentemente, en el presente caso, no resulta admisible declarar la nulidad de la sentencia cuando lo manifestado puede ser reparado mediante el análisis de los agravios. La nulidad de la sentencia, debe interpretarse restrictivamente y declararse únicamente cuando el hipotético vicio no pueda remediarse al considerar el recurso de apelación, por lo tanto al no invalidarse la sentencia, corresponde ahora analizar los agravios vertidos.Por una cuestión metodológica corresponde tratar en primer lugar los agravios esgrimidos por la parte actora. Del cotejo de las actuaciones surge que el día 30 de abril de 1997, la parte actora adquiere mediante boleto de compraventa de Carlos Enrique Ducca los lotes inscriptos en el Registro de la Propiedad Inmueble en MFR bajo los nº 0540/0541/0542/0543 (ver fs. 25). Del propio escrito d e demanda y de las constancias de la causa surge que posteriormente, en fecha 19 de mayo de 1997, se solicitan los informes de dominio y gravámenes de cada una de las matrículas (fs. 21/23). Que en fecha 2003 recién toma posesión del inmueble (fs. 51) aún sin haber efectuado la escrituración. En Julio del año 2004 se presenta como dueño de los lotes el apoderado de la firma Maderas Duras, sin embargo y aun antes de este episodio y conforme a constancias de fs. 225 "de principios a mediados del 2004", el actor solicitó a la Escribana María Ríos hacer un estudio de títulos del inmueble que comprara en el año 1997 lo que no pudo realizarse por estar las matrículas secuestradas por Delitos Económicos. Al efectuar las averiguaciones en Catastro de la Provincia surge la información de que las propiedades de Ducca se superponían con las propiedades de la firma Maderas Duras inscriptas en MFR 02/0258 Y 02-0259 y adquiridas el 27 de diciembre de 1991 (fs. 360); asimismo al tiempo de recién solicitar el estudio de títulos, existía ya la causa iniciada en fecha 06/03/98: "Expte. 075/98 Murad Hipolito, Ducca Carlos y otros s. d. Adulteración de Instrumento público y defraudación e. p.de Dirección General Registro de la Propiedad Inmueble"- Juzgado en lo Criminal y Correccional de 2º Nominación- A los fines de la procedencia de las quejas planteadas, resulta indispensable determinar si existió responsabilidad del Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero en su obrar, en atención a que lo que se pretende es una indemnización de daños originada en una información mendaz del Registro de la Propiedad Inmueble. El registro inmobiliario argentino es declarativo y no convalidante de títulos. La inscripción no perfecciona el título, ni el modo, perfecciona la oponibilidad de las transmisiones o adquisiciones a los terceros interesados de buena fe. "Si el comprador no se preocupa de verificar las condiciones del título de adquirir, su bondad, la ley no cubre su negligencia: la mejor prueba de tal preocupación estará dada por la realización del estudio de los antecedentes dominiales del inmueble"(Highton, Elena, "Solución a algunos problemas que plantea el Art. 1051 del Código Civil", La Ley1980-D -290. Así también CNCiv, Sala F, LL1980-D-290). El estudio de títulos comprende el análisis de los antecedentes jurídicos que legitiman el dominio que se alega, referenciándose en sus originales las escrituras públicas y expedientes judiciales o administrativos que corresponda, mediante un examen exhaustivo de todos los titulares anteriores y de las circunstancias por las que obraron hasta llegar a un título traslativo. La inscripción no es una condición de validez del acto porque por ella no opera la transferencia ni menos se cubren los vicios que padeciera. Estamos ante una medida de publicidad y la registración del título no significa tener por acreditada la titularidad del derecho. En el ámbito inmobiliario la registración es de títulos y no de derechos, y el principio de exactitud considerado como presunción legal de correspondencia entre los asientos e informaciones registrales y la realidad extraregistral, no ha sido receptado por nuestro régimen legal. En autos se observa que el Registro dio información veraz al solicitar los certificados.Ahora bien, el solo hecho de que Badel adquiriera el inmueble de quien figuraba como titular del derecho no resulta protegido de la inexactitud en que el Registro pudo incurrir al informar los certificados. El actor sostiene en su escrito de demanda que adquirió de buena fe pero se evidencia que no realizó un estudio de títulos. Si bien hace referencia a que adquirió con información fidedigna de la titularidad del bien, de las mismas constancias de la causa surge que a esa información la requirió con posterioridad a la suscripción del boleto de compraventa; además, siete años después realiza un estudio de títulos de donde surgió la existencia de un vicio, del que no se encuentra cubierto. La buena fe consiste en estar convencido de la certeza, licitud y legitimidad de su conducta. La convicción se fundamenta en el hacer, en las diligencias efectuadas para sostener este convencimiento y en ese orden, el estudio de títulos es una diligencia excluyente para lograr la convicción de la buena fe. La Corte Suprema de Justicia de la Nación expresó en autos "Invefin S.A. Compañía Financiera c/ Provincia de Buenos Aires", que para configurar la buena fe creencia, que exige el artículo 1051 del Código Civil, es necesario efectuar o hacer efectuar el estudio de títulos y antecedentes de dominio. Para que proceda la acción resarcitoria contra el Estado, se exige la acreditación de una relación directa, inmediata, de causa a efecto, entre la conducta impugnada y el perjuicio cuya reparación se persigue, sin intervención extraña que pudiera influir en el nexo causal (conf. CSJN, desde el precedente registrado en Fallos: 2:434, in re, "Aguijar y Sevilla c/Provincia de Corrientes", del 8/02/1866 citado por Mertehikián, Eduardo, "La responsabilidad pública", Bs.As., Ábaco, 2001). Quien tiene simplemente un boleto de compraventa no puede decir que ya ha adquirido con título y buena fe porque su "título" está desprovisto de las formas exigidas por la ley para transferir la propiedad.En autos no encuentro que exista nexo causal entre el obrar del Organismo Administrativo y el daño padecido por el accionante, que permita imputar responsabilidad.- 

Finalmente, en cuanto a los agravios acerca de la falta de imposición de costas en la excepción de prescripción planteada por el Gobierno de la Provincia, cabe señalar que, cuando el tratamiento de la misma se difiere hasta el momento de dictarse la sentencia, la misma adquiere el carácter de defensa de fondo y atento a ello no puede tener una regulación independiente de la que corresponde al total del juicio y sus consecuentes etapas. Es decir que, no cabe una imposición de costas específica para ella, sino que debe hacerse para todo el litigio de acuerdo a su resultado y circunstancias, quedando subsumidas en las costas de la cuestión principal. En consecuencia, no corresponde imponer costas en forma autónoma al resolver la procedencia o no de la misma. La jurisprudencia tiene dicho que: "Cuando la excepción ha sido planteada como una defensa de fondo no debe tener otro tratamiento que la propia sentencia, involucrando la aceptación de la demanda, el rechazo de la falta de acción sin necesidad de mención explícita alguna en el fallo y menos imposición de costas y regulación de honorarios" (Obs. Del Sumario: P.s. 1992 -ii- 266/70, Sala Ii Cc0002 Nq, Ca 697 Rsi-266-92 I, Fecha: 01/01/1992, Carátula: Oliveros Machuca Carlos Perfiter C/Aseguradora La Construcción Y Otro s/ Accidente (acción Civil), Mag. Votantes: Savariano- Garcia). Corresponde en consecuencia rechazar este agravio del apelante. Ingresando a la apelación de honorarios deducida por el Perito designado Martillero Fernando Alejandro Basbús, cuyos agravios fueron detallados ut supra, cabe poner de resalto que, fue traído al proceso, mediante el ofrecimiento por parte de la demandada, a los fines de tasar y/o emitir el valor de tres inmuebles inscriptos bajo las MFR Nº 02-0540, 02-0542 y 02-0543.Que de las constancias de la causa surge que no fue impugnada la prueba, una vez que fue llevada a cabo. Con respecto al primer agravio (la aplicación del art. 17 de la Ley 21.893), le asiste razón al perito, ya que la tarea encomendada fue tasar y no partir bien alguno, por lo que no corresponde la aplicación del mencionado artículo. Siguiendo por este carril, hay que aclarar que el art. 470 del C.P.C.C. nos habla de las pautas para fijar los emolumentos de los peritos, técnicos, etc., conjuntamente con la ley arancelaria vigente. Así tenemos que, cuando se encuentra reglado el porcentaje ha aplicar dentro del estatuto o reglamentación que rige la materia, profesión u oficio que ejerza el perito, debemos atenernos a ella. Con ello queda fuera de discusión la aplicación del art. 23, ya que esta referido a la estimación del monto de un proceso, cuando éste carece del mismo, lo que no se encuentra configurado en los presentes. El monto del proceso (art. 19), ante el rechazo de la demanda, queda constituido por el monto que se reclamaba o se pretendía en la demanda. En el presente caso se inicia el proceso por $400.000 y a fs. 97/98 se amplía a $ 11.439.378,54. Con respecto al planteo de inconstitucionalidad del art. 505 del C.C. Cabe advertir que no se menciona en la sentencia en crisis. El artículo no se refiere a un tope para regular honorarios, por ende no es óbice para que el juzgador regule los emolumentos profesionales como corresponda. Entrando de lleno al perjuicio que menciona el Perito y a la evidente desproporción entre los honorarios regulados a los abogados de las partes y los suyos, se advierte que los mismos fueron fijados, aplicando el 2%, de los honorarios del profesional perdedor, cuando en realidad, siempre debe partirse del monto del proceso y no de los honorarios profesionales.En este marco, merece consideración la pericia desde el punto de vista estructural, configurando un medio de prueba, tomando los conocimientos de otra persona, que necesariamente debe revestir la calidad de tercero en relación al proceso, y que se pone en contacto con el hecho, en virtud de la misión que se le encomienda en forma específica. Es así que teniendo en consideración que los Martilleros Públicos tienen reglamentado en el capítulo 9, art. 51, inc. 6) de la Ley 5533 a como deben regularse los honorarios cuando un profesional de esa área lleva a cabo la tarea de tasar bienes inmuebles, corresponde seguir ese procedimiento, por lo que deviene procedente el agravio con respecto a la denuncia de infracción a la Ley 5533 y Decreto Ley 7887/55. Ahora bien, si aplicamos el porcentaje del 1.5% sobre el monto de demanda, obtendríamos la suma de Pesos Ciento Setenta y Un Mil Quinientos Noventa con Sesenta y Siete Ctvos . ($ 171.590,67); suma que resulta excesiva, si se toma en cuenta la vinculación que tiene la pericia encomendada con el desenlace del proceso. El art. 13 de la Ley 24.432 consagra un imperativo a seguir en la determinación de las retribuciones muy claro al decir:"Los jueces deberán regular honorarios a los profesionales, peritos, síndicos, liquidadores y demás auxiliares de la Justicia, por la labor desarrollada en procesos judiciales o arbitrales, sin atender a los montos o porcentuales mínimos establecidos en los regímenes arancelarios nacionales o locales que rijan su actividad, cuando la naturaleza, alcance, tiempo, calidad o resultado de la tarea realizada o el valor de los bienes que se consideren, indicaren razonablemente que la aplicación estricta lisa y llana de esos aranceles ocasionaría una evidente e injustificada desproporción entre la importancia del trabajo efectivamente cumplido y la retribución" La regulación de honorarios profesionales correspondientes a los letrados y peritos durante la sustanciación del pleito, no procede en atención a parámetros exclusivamente matemáticos, sino que corresponde una valoración prudencial de las pautas articuladas en el ordenamiento, en donde el arbitrio judicial goza de un vasto margen de apreciación. El régimen arancelario, no puede sino interpretarse en forma armónica y sistemática con todo el ordenamiento jurídico vigente, comenzando por nuestra Constitución Nacional, a los efectos de obtener su aplicación justa en el caso concreto (arts.14 y 17 de la Carta Magna). El criterio rector en materia de honorarios debe entonces contemplar los intereses del "accipiens" como los del "solvens" del emolumento, no surgiendo de la ley , la posibilidad de los jueces de interpretar las pautas del art.6 con amplia generosidad en la fijación de los estipendios, por cuanto es deber de los magistrados velar porque las retribuciones sean fijadas en condiciones justas para ambas partes y para los terceros involucrados en la litis como lo es en este caso la perito."Los honorarios de los profesionales que intervienen en una causa, ya sea como letrados o auxiliares, deben guardar proporción entre sí y a su vez tener relación con el monto del juicio, ya que una determinación de honorarios desproporcionada con aquél violaría garantías constitucionales impidiendo el acceso a la defensa de los derechos en justicia, con vulneración del derecho de propiedad, por lo que la resolución que así los fijase sería arbitraria" (C.C. 0102 M.P. 96913 R.S.I. -191-96- MARZO 21-996 "QUIRGA ROBERTO C/ATENCIO OSCAR Y OTRA- MANUALES DE JURISPRUDENCIA LA LEY HONORARIOS, PÁG.203 SUMARIO 587). "Se deben considerar como pautas para establecer los honorarios de los peritos, la naturaleza de las cuestiones sometidas a su consideración, la influencia de sus informes en la decisión del litigio y la razonable proporción que sus emolumentos deben guardar con la del resto de los profesionales que han intervenido durante toda la sustanciación del litigio" (C.C.Fed. Contencioso administrativo, Sala I, julio 3- 992-Sacoar S.A. c. Dirección Nac. De Vialidad, La Ley, 1992-D.653, J. Agrup., Caso 8254- Manuales de Jurisprudencia La Ley, Honorarios, pág. 427 sumario146) y "la determinación de los honorarios de los peritos contadores está sujeta a la valoración de diversas pautas indicativas que permitan su determinación. Así, por ejemplo, cabe considerar elementos tales como el monto del juicio, emolumentos fijados para los letrados profesionales que hayan intervenido, así como la trascendencia de la pericia para la solución de la litis"( CAMARA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y MINERIA , COMODORO RIVADAVIA, CHUBUT Sala CIVIL (Julio Alexandre Fernando Nahuelanca Daniel Caneo) Burgwardt y Cía. S.A.c/ Municipalidad de Comodoro Rivadavia s/ Regulación de Honorarios de Peritos INTERLOCUTORIO del 29 de Junio de 1995).- 

También se ha dicho que una regulación justa y válida no puede prescindir del intrínseco valor de la labor cumplida en la causa, de la responsabilidad comprometida en ella y de las modalidades todas del juicio, que en el sub lite sólo se ha realizado una prueba, de muchas otras. El honorario del perito, tiene que guardar razonable proporción con la del resto de los profesionales que intervienen en todo el trámite del juicio y con su monto. Se debe apreciar que si bien la Pericia fue llevada acabo en tiempo y forma, atendiendo a las pautas antes señaladas parece ajustado a derecho, regular los honorarios al Martillero Fernando Alejandro Basbús en la suma de Pesos Sesenta Mil ($60.000).- 

Por todo lo expuesto: A LA PRIMERA CUESTION LA DRA. AZUCENA BRUNELLO DE ZURITA DIJO: Voto por la negativa. A la primera cuestión el Dr. Pablo Santiago Sirena dijo: Que comparte los fundamentos vertidos por la Vocal preopinante. A la misma cuestión el Dr. Pedro Basbus dijo: (DISIDENCIA PARCIAL) Comparto los fundamentos expuestos por mis colegas preopinantes en los del epígrafe y a los cuales me remito, brevitatis causae.- 

Empero debo disentir en la queja interpuesta por la parte actora respecto de la interposición de costas procesales por la excepción de prescripción deducida por la demandada.- En efecto, el Suscrito ha sostenido en pronunciamientos anteriores que cuando la excepción en estudio es resistida por la actora, deben regir los principios generales en materia de costas, debiendo la parte vencida (en este caso el Gobierno de La Provincia de Santiago del Estero) cargar con las costas que se han generado a raíz de la deducción de la excepción de prescripción liberatoria.- 

Advierta el lector que, si bien aquella fue deducida como defensa de fondo (cf. fs. 126 vta.) a fs. 137 vta. se ordena correr traslado de la misma a la parte actora, quién la resiste (cf. fs.148/150, el resaltado me pertenece) y resulta a fortiori, vencedora de la misma.- 

La jurisprudencia conteste ha señalado, al respecto, que Corresponde imponer las costas del artículo a la parte vencida por cuanto, aún tratándose de la defensa de prescripción, la exención no procede en razón de la resistencia de la parte afectada, mantenida a lo largo de la sustanciación (cf. CNCom. Sala B 7/6/72 LL 149-51; CNCivil Sala F, noviembre 20/979, Rep.LL, XLI A-I 820, sum., íd. Marzo 22/980, Rep.LL, XLI A-I-820 sum.).- 

De allí es que le asista razón a la apelante según exordio de fs. 1079 debiéndose en mi estima, hacer lugar a la queja deducida, revocándose en este acápite la resolución en crisis, e imponiéndose las costas de la excepción de prescripción a la vencida.- 

Por lo expuesto, voto por la negativa, debiéndose revocar la sentencia venida en recurso en lo que corresponde a la imposición de las costas procesales de la excepción de prescripción intentada por la demandada, quién deberá cargar con las mismas, confirmándose el fallo en crisis en lo restante.- 

A LA SEGUNDA CUESTION LA DRA. AZUCENA BRUNELLO DE ZURITA DIJO: Que las costas deben ser impuestas al apelante vencido. 

A la segunda cuestión el Dr. Pablo Santiago Sirena dijo: Que vota en igual sentido. 

A la misma cuestión el Dr. Pedro Basbus dijo: (DISIDENCIA PARCIAL) Que teniendo presente la manera en que expongo el fundamento de mi voto, entiendo prudente distribuir las costas de esta instancia en un 90% a cargo de la vencida (Campos y Ganados Santiagueños S.R.L.) y el 10% restante a cargo de la parte demandada vencedora (Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero).- 

Con lo que termina el acuerdo que firman los Sres. Vocales Dres. Azucena B. de Zurita, Pablo Santiago Sirena y Pedro Basbus.- Ante mi: Dra. Rosa Cecilia Ausar de Pena, Secretaria. Es copia fiel del original. Doy fe.- 

SENTENCIA: Santiago del Estero, 21 de Agosto de Dos mil trece. A mérito del Acuerdo que antecede el Tribunal RESUELVE: I) RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia de fecha 11 de agosto del 2011. II) HACER LUGAR la recurso de apelación interpuesto por el Perito designado Martillero Fernando Alejandro Basbús, y en su mérito regular sus honorarios en la suma de PESOS SESENTA MIL ($60.000). III) Imponer las costas en esta instancia al apelante vencido.- 

Notifíquese y agréguese copia de la presente, la que se reservará por Secretaria.- 

Fdo. Dres. Azucena B. de Zurita, Pablo Santiago Sirena y Pedro Basbus. Ante mi: Dra. Rosa Cecilia Ausar de Pena, Secretaria. Es copia fiel del original. Doy fe.
